
El Estatuto Real de 1834 
 

Art. 1. [...] Su Majestad la Reina Gobernadora, en nombre de su excelsa hija doña Isabel 

II, ha resuelto convocar las Cortes generales del Reino.  

Art. 2. Las Cortes generales se compondrán de dos Estamentos: el de Próceres del  

Reino y el de Procuradores del Reino. 

Art. 3. El Estamento de Próceres del Reino se compondrá: de…arzobispos y reverendos 

obispos, de Grandes de España, de Títulos de Castilla, de ilustres por sus servicios en 

las varias carreras, y que sean o hayan sido secretarios del Despacho, Procuradores del 

Reino, consejeros de Estado..., de los propietarios territoriales o dueños de fábricas, 

manufacturas o establecimientos mercantiles…poseer una renta anual de sesenta mil 

reales, y el haber sido anteriormente Procuradores del Reino, de los que en la enseñanza 

pública o cultivando las ciencias o las letras, hayan  adquirido gran renombre y 

celebridad, con tal que disfruten una renta anual de sesenta  mil reales...  

Art. 14. Para ser Procurador del Reino se requiere: ser natural de estos Reinos o hijos de 

padres españoles, tener treinta años cumplidos, estar en posesión de una renta propia 

anual de doce mil reales… 

Art. 24. Al Rey toca exclusivamente convocar, suspender y disolver las Cortes.  

Art. 31. Las Cortes no podrán deliberar sobre ningún asunto que no se haya sometido 

expresamente a su examen en virtud de un Decreto Real.  

Art. 33. Para la formación de las leyes se requiere la aprobación de uno y otro  

Estamento y la sanción del Rey.  

Art. 37. El Rey suspenderá las Cortes en virtud de un decreto refrendado por el 

Presidente del Consejo de Ministros; y en cuanto selea aquél, se separarán uno y otro  

Estamento, sin poder volver a reunirse ni tomar ninguna deliberación ni acuerdo.  

Art. 44. Si hubiesen sido disueltas las Cortes, habrán de reunirse otras antes del término 

de un año.  

 

Constitución de 1837 
 
Artículo 2. Todos los españoles pueden imprimir y publicar libremente sus ideas sin 

previa censura, con sujeción a las leyes. La calificación de los delitos de imprenta 

corresponde exclusivamente a los jurados. […] 

Artículo 4. Unos mismos códigos regirán en toda la Monarquía, y en ellos no se 

establecerá más que un solo fuero para todos los españoles en los juicios comunes, 

civiles y criminales. […] 

Artículo 5. Todos los españoles son admisibles a los empleos y cargos públicos, según 

su mérito y capacidad.  

Artículo 7. No puede ser detenido ni preso, ni separado de su domicilio ningún español, 

ni allanada su casa, sino en los casos y forma que las leyes prescriban. 

Articulo 9. Ningún español puede ser procesado ni sentenciado sino por el juez o el 

tribunal competente (...). 

Artículo 10. No se impondrá jamás la pena de confiscación de bienes, y ningún español 

será privado de su propiedad sino por causa justificada de utilidad común, previa la 

correspondiente indemnización. 

Artículo 11. La Nación se obliga a mantener el culto y los ministros de la Religión 

Católica que profesan los españoles. 

Artículo 12.- La potestad de hacer las leyes reside en las Cortes con el Rey. 



Artículo 13.- Las Cortes se componen de dos cuerpos colegisladores, iguales en 

facultades: el Senado y el Congreso de los Diputados. […].  

Artículo 17. Para ser senador se requiere ser español, mayor de 40 años y tener los 

medios de subsistencia y las demás circunstancias que determine la ley electoral. 

Artículo 23. Para ser diputado se requiere ser español, del estado seglar, haber 

cumplido 25 años y tener las demás circunstancias que determine la ley electoral. 

Artículo 45.- La potestad de hacer ejecutar las leyes reside en el Rey, y su autoridad se 

extiende a todo cuanto conduce a la conservación del orden público en lo interior, y a la 

seguridad del Estado en lo exterior […]. 

Artículo 46.- El Rey sanciona y promulga las leyes. 

Artículo 63. A los Tribunales y Juzgados pertenece exclusivamente la potestad de 

aplicar las leyes en los juicios civiles y criminales. 

 

Convenio de Vergara 29-08-1839 
 

Artículo 1.°. El capitán general, don Baldomero Espartero, recomendará con interés al 

Gobierno el cumplimiento de su oferta de comprometerse formalmente a proponer a las 

Cortes la concesión o modificación de los fueros.  

Articulo 2.° Serán reconocidos los empleos, grados y condecoraciones de los generales, 

jefes, oficiales y demás individuos dependientes del ejército del Teniente general don 

Rafael Maroto, quien presentará las relaciones con expresión de las armas a que 

pertenecen, quedando en libertad de continuar sirviendo, defendiendo la Constitución de 

1837, el trono de Isabel II y la regencia de su augusta madre, o bien de retirarse a sus 

casas los que no quieran seguir con las armas en la mano. 

 

Constitución de 1845 
 

Art. 4. Unos mismos códigos regirán en toda la Monarquía (…).  

Art. 6. Todo español está obligado a defender la Patria con las armas cuando sea 

llamado por la ley, y a contribuir en proporción de sus haberes para los gastos del 

Estado.  

Art. 11. La Religión de la Nación española es la Católica, Apostólica, Romana. El 

Estado se obliga a mantener el culto y sus ministros.  

Art. 12. La potestad de hacer las leyes reside en las Cortes con el Rey.  

Art. 13. Las Cortes se componen de dos Cuerpos Colegisladores, iguales en facultades: 

El Senado y el Congreso de los Diputados.  

Art. 14. El número de senadores es limitado: su nombramiento pertenece al Rey (…).  

Art. 17. El cargo de Senador es vitalicio.  

Art. 20. El Congreso de los Diputados se compondrá de los que nombren las Juntas 

Electorales en la forma que determine la ley. Se nombrará un diputado al menos por 

cada cincuenta mil almas (…)  

Art. 45. Además de las prerrogativas que la Constitución otorga al Rey, le corresponde 

(…) Nombrar y separar libremente los ministros (…) Constitución de 1845. 

 

Manifiesto de Manzanares 
 

Españoles: La entusiasta acogida que va encontrando en los pueblos el ejército liberal; 

el esfuerzo de los soldados que le componen, tan heroicamente mostrado en los campos 



de Vicálvaro; el aplauso con que en todas partes ha sido recibida la noticia de nuestro 

patriótico alzamiento, aseguran desde ahora el triunfo de la libertad y de las leyes, que 

hemos jurado defender. Dentro de poco días la mayor parte de las provincias habrá 

sacudido el yugo de los tiranos; la nación disfrutará los beneficios del régimen 

representativo (…) Nosotros queremos la conservación del Trono, pero sin camarilla 

que lo deshonre, queremos la práctica rigurosa de las leyes fundamentales, 

mejorándolas, sobre todo la ley electoral y la de imprenta; queremos la rebaja de los 

impuestos, fundada en una estricta economía; queremos que se respeten en los empleos 

militares y civiles la antigüedad y el merecimiento; queremos arrancar a los pueblos de 

la centralización que los devora, dándoles la independencia local necesaria para que 

conserven y aumenten sus intereses propios; y como garantía de todo esto queremos y 

plantearemos bajo sólidas bases la Milicia Nacional. (…)Las Juntas de Gobierno que 

deben irse constituyendo en las provincias libres; las Cortes generales, que luego se 

reúnan; la misma Nación, en fin, fijará las bases definitivas de la regeneración liberal a 

la que aspiramos. Nosotros tenemos consagradas a la voluntad nacional nuestras 

espadas, y no las envainaremos hasta que ella esté cumplida.  

 

Cuartel General de Manzanares, a 7 de julio de 1854.  

El General en Jefe del Ejército Constitucional, Leopoldo O¨Donnell, Conde de Lucena. 

 

El rasgo 
 

Los periódicos reaccionarios de todos los matices nos han atronado los oídos en estos 

últimos días con la expansión de su ruidoso entusiasmo, de sus himnos pindáricos; 

verdadero "deliriums tremens" de la adulación cortesana. Según ellos, no la casta 

Berenguela, ni la animosa María de Molina, ni la generosa Sancha, ni la grande Isabel, 

ni Reina alguna desde Semíramis hasta María Luisa, han tenido inspiración semejante a 

la inspiración que registrarán  con gloria nuestros anales y escribirán con letras de oro 

los agradecidos pueblos en bruñidos mármoles. 

Vamos a ver con serena imparcialidad qué resta, en último término, del celebrado rasgo. 

Resta primero una grande ilegalidad. En los países constitucionales el Rey debe contar 

por única renta la lista civil, el estipendio que las Cortes le decretan para sostener su 

dignidad. Impidiendo al Rey tener una existencia aparte, una propiedad, como Rey, 

aparte de los presupuestos generales del país, se consigue unirlo íntimamente con el 

pueblo.  

Hace mucho tiempo que se viene encareciendo cuánto podían servir para sacar de 

apurtos al Erario los bienes patrimoniales de la Corona. Y, sin embargo, nada, 

absolutamente nada se sacará ahora; nada. La Reina se reserva los tesoros de nuestras 

artes, los feraces territorios de Aranjuez, el Pardo, la Casa de Campo, la Moncloa, San 

Lorenzo, el Retiro, San Ildefonso: más de cien leguas cuadradas, donde no podrá dar sus 

frutos el trabajo libre, donde la amortización extenderá su lepra cancerosa. El Valle de 

Alcudia, que es la la principal riqueza del Patrimonio, compuesto de ciento veinte 

millares de tierra, no podrá ser desamortizado a causa de no pertenecer a la Corona, y, 

según sentencias últimas, pertenece a los herederos de Godoy. En igual caso se 

encuentra la riquísima finca de la Albufera, traspasada por Carlos IV a Godoy en 

cambio de unas dehesas de Aranjuez y unos terrenos de Moncloa. Si después de esto se 

transmite a la Corona el veinticinco por ciento de cuanto haya de venderse, quisiéramos 

que nos dijesen los periódicos reaccionarios que resta del tan celebrado rasgo, qué resta 

sino un grande y terrible desencanto. 



Los bienes que se reserva el Patrimonio son inmensos: el veinticinco por ciento, 

desproporcionado; la Comisión que ha de hacer las divisiones y el deslinde de las 

tierras, tan tarda como las que deslindan de los bienes del Clero; y en último resultado, 

lo que reste del botín que acapara sin derecho el Patrimonio vendrá a engordar a una 

docena de traficantes, de usureros, en vez de ceder en beneficio del pueblo. Véase, pues, 

si tenemos razón; véase si tenemos derechos para protestar contra ese proyecto de Ley, 

que, desde el punto de vista político, es una engaño; desde el punto de vista legal, un 

gran desacato a la ley; desde el punto de  vista popular, una amenaza a los intereses del 

pueblo, y desde todos los puntos de vista uno de esos amaños de que el partido 

moderado se vale para sostenerse en un Poder que la voluntad de la nación rechaza; que 

la conciencia de la nación maldice. 

 

Emilio Castelar, en el periódico La Democracia, de 25 de febrero de 1865. 

 


